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EXP. N." 03018-20 I7-PC/TC
LIMA ESTE
CHARLES JOSÉ FLORES CHACALTAZA

SENTENCIA INTERLOCUTORIA DEL TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

Lima, 15 de octubre de 2018

I Peruano el 29 de agoslo de 2014, este Tribunal estableció, en el

Rccurso de agravio constitucional interyuesto por don Charles José Flo¡es
Chacaliaza contra la resolución de fojas 73, de fecha 21 de diciembre de 2016, cxpedida
por la Sala Civil Descentralizada Transitoria de Ate de la Cortc Supeior de Juslicia dc
l,ima Este que declaró improcedente la demanda dc autos.

FUNDAMENTOS

En cia emilida en cl Expediente 00987-2014-PA7TC, publicada en el diario

nto,19, con caráctcr de precedente, quc sc expedirá sentencia inte¡locutoria
gátoria, dictada sin más trámite, cuando se presente alguno de los siguientes

supuestos, que igualmente están contenidos en el articulo l1 del Reglamento
Normativo del Tribunal Constilr¡cional:

a)

b)

o)

d)

Carezca de fundamentación la supuesta vulneración que se invoque.
La cuestión de Derecho coltenida en el recurso no sea de especial
tlascendencia constitucional.
La cuestión de Derecho invocada contradiga un precedente del T¡ibunal
Constitucional.
Se haya decidido de manera desestimatoria en casos sustancialmente iguales.

2. En l¿ sentencia emitida en el Expediente 00168-2005-PC/TC, publicada en el diario
oftcial El Peruano e|'1 de octubre de 2005, este 'l'ribuÍal, en cl marco de su función
de ordenación, precisó los requisitos mínimos comunes que debe cumplir el
mandato contenido e1l una norma legal y en un acto administrativo para quc sea
exigible a t¡avés del proceso constilucional de cumplimiento.

3. En los fulldamentos 14 a 16 de la sentcncia precitada, que constituye precedente,
conlbrme a Io previsto por el artículo VII del l-ítulo Prelimina¡ del Código procesal
Constitucional, estc'fribunal estableció que para que el cumplimiento de una
norma lcgal o la ejecución de un acto administrativo sean exigibles a través de estc
proceso constitucional, cs preciso que, además de la rcnuencia del funciona¡io o
autoridad pública. el mandato previsto en la ley o en un acto administrati\o reuna

tc la

TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

ASUNTO



1

I 1iltililil I tiltlt l

EXP. N." 03038-20I7-Pc/',tC
LIMA ESTE
CHARI,ES JOSÉ FI,ORES CHACAI,IAZA

los siguientes requisitos: a) ser un mandato vigente; b) ser un mandato cicrto y
claro. es deoir, debe inferi¡se indubitablemente de la norma legal; c) no estar suieto
a controversia compleja ni a inlerpretaciones dispares; d) ser de ineludible y
obl rio cumplimiento ¡, e) ser incondicional. Excepcionalmentc, pod¡á tratarse

condicional, siempre y cuando su satisfacción no sea complcia y ¡o
de actuación probatoria. Adicionalmente, para cl caso del cumplimiento dc
administrativos, además de Ios requisitos mínimos comunes mencionados,

deberá: f) reconocer un dcrecho incuestionable del ¡eclamante; y g) permitir
individualizar al benehciario

En el presente caso, el demandante pretendc que se cumpla con cl pago de
S/ 180.00 mensuales por tener el grado académico de magister en educación dcsde
el mes de julio de 2013, fecha en que obtuvo el rel'e¡ido grado académico, de
conlormidad con Io establecido po¡ el Decreto Supremo 050-2005-EF, el Decreto
Sup¡emo 081-2006-EF y el Oñcio Múltiple 008-2013-MINEDU/SG-OGA-UPER,
de fccha 18 de enero de 2013, más los intereses iegales, las costas y costos del
proceso.

5. Dicha pretensión no puede ser atendida en esta sedc constitucional. pues este
Tribunal adviertc que ni los decretos supremos ni el oñcio múltiple reclamados
contienen un mandato cierlo y claro que obligue a la Unidad de Gestión Educativa
Local 15 Huarochiri a pagar el impoñc solicitado por cl demandante, pucs
mediante el Decrcto Süpremo 050-2005-EF se dispone el incremento de
Asignación Especial por Labor Pedagógica Efectiva a docentes del magisterio
nacional; por el Decreto Supremo 081-2006-EF se incrementó la referida
asignación; y, mediante el Oficio Múltiple 008-2013-MINEDU/SG-OGA-UpER, se
establecen lineamientos para rcalizar cambios cn el Sistema único de planiilas
(SUP), con la finalidad de implementar el Primer Tramo de la l-cy de Reforma
Magisterial; es decir, no se identifica mandato alguno que otorgue en forma clara y
dirccta al recurente la asignación especial reclamada.

6. En otras palabras, las normas y el ohcio cuyo cumplimiento solicita el demandantc
contradicen los supuestos de procedencia establecidos en la Sentencia 00168-2005-
PC/TC,

7. En consecuencia, y de lo expuesto en los fundamentos 2 a 6 suprd. se verifica que
el presente recurso de agravio ha inctu.rido en la causal de rechazo prevista en el
acápite c) del l'u¡damento,l9 de la sentencia recaídi¡ en el Expediente 00987-2014-
PA/'|C y en el inciso c) del a¡tículo 1l del Reglamcnto Normativo del Tribunal
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Constitucional. Por esta razón, conesponde declarar, sin más trámite, improcedente
el recurso de agravio constitucional.

Por cstos futdamentos, el Tribunal ConstitucioDal, con la autoridad que le
conticre la Constitución Politica del Perú, y la paficipación del magishado Espinosa-
Saldaña Ba¡¡era, convocado para dirimi¡ la discordia suscitada por el voto singular del
magistrado Ferero Costa,

RESUELVE

Declarar IMPROCEDENTE el recurso de agravio constitucional

Publíquese y notiffquese

ss.
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VOTO SINGULAR DEL MAGISTRADO FERRERO COSTA

Con Ia poleslad que me oto¡ga ia Constitución, y con el mayor respeto por la ponencia
de mi colega magistrado, emito el presente voto singular, para exprcsar respetuosamente
que disiento del precedente vincula¡te establecido en la Sentencia 00987-2014-PA,/TC,
SENTENCIA INTERLOCUTORIA DENEGATORIA, por los fundamentos qüe a

continuación expongo:
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La Constitución de 1979 creó el Tribunal de Garantías Constitucionales como
instancia de casación y ]a Constitución de 1993 convifió al T bunal Constitucio¡al
er1 instancia de fallo. La Constitución del 79, por primera vez en nuesta historia
constitucional, dispuso la creación de un órgano ad ,hoc, independiente del Pode¡
Judicial, con la tarea de garantizar la supremacía constitucional y la vigencia plena
de ios derechos fundamentales.

3. En cse sentido, la Ley 23385, Ley Orgánica del Tribunal de Garantías
Constitucionales, vigente en ese momento, estableció, en sus articulos 42 a\46, que
dicho órgano, al encontrar una resolución denegatoria que ha violado la ley o la ha
aplicado en forma er¡ada o ha incurrido en graves vicios procesales en la
tramitación y resolución de la demanda, procederá a casar la sentencia y, luego de
señalar la deficiencia, devolverá los actuados á Ia Corte Suprema de Justicia de la
República (reenvio) para que emita nuevo 1állo siguiendo sus lineamieltos,
procedimiento que, a todas luces, dilataba en exceso los procesos constitucionales
menciol1ados.

4. El modelo de tutela ante arnenazas y vulne¡ación de derechos fue seriamente
modillcado en la Constitución de 1993. En primer lugar, se amplían los
mecanismos de tutela de dos a cuato, a sabet, habeas corpus, amparo, habeas data
y acción de cumplimiento. EI1 segundo lugar, se crea al Tribunal Constitucional
como órgano de cont¡ol de la col1stitucionalidad, aun cuando la Constitución lo
caliñca e(óneamente como "órgano de control de la Constitución". No obstante, e¡

1
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CASACIÓN

2. La Ley Fundamental de 1979 estableció que el Tribunal de Garantías
Constitucionales era un órgano de control de la Constitución, que tenía jurisdicción
en todo el leüitorio nacional para conocer, en vía de casacíón, de los habeas corpus
y amparos denegados por el Poder Judicial, lo que implicó que dicho Tribulal no
constilüía una iDstancia habilitada para fallar en forma deñnitiva sobre la causa. Es
decir, no se prontu'rciaba sobre los hechos invocados como arnenaza o lesión a los
derechos reconocidos en la Constitución.



w
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

materia de procesos constitucionales de la libeÍad, la Constitución establece que cl
Tribunal Constitucional es instancia de revisión o 1állo.

5. Cabe señalar que la Constitución Política del Peru, en su artículo 202, inciso 2,
prescribe que coresponde al Tribunal Constitucional "conocer, en úlfima y
de/inifil,a instancia, las rcsoluciones denegaforias dictadas en los procesos de

habeas corpus, amparo, habeas daÍa y acción de cu tplüfiiento". Esta disposición
constitucional, desde una posición de franca tutela de los derechos fundamentales,
exige que el Tribunal Constitucio[al escuche y evalúe los alegatos de quien se

estima amenazado o agraviado en un derecho fundamental. Una lectu¡a diversa
contravendría mandatos esenciales de Ia Constitución, como son el principio de

defe¡sa de la persona humana y el respeto de su dignidad como fin supremo de la
sociedad y del Estado (articulo 1), y "la observancia del debido proceso y lutela
jurisdiccio al- Ninguna persona puede ser desviada de ld jutisdíccíón
predeterminadd por la ley, ni sometidd a yoced¡miento díst¡nto de los previamente
establecídos, ni juzgada por órganos jurisdiccionales de excepción ni por
comisiones especiales creadas al efecto cualquiera sear su ¡lenomí aciót'|",
consag¡ada er el añículo 139, inciso 3.

6. Como se advieúe, a diferencia de lo que acontece en otlos países) e¡ los cuales el
acceso a la última instaÍcia constitucional tiene luga¡ por la vía del ceúiorarí
(Suprema CoÍe de los Estados Unidos), en el Perú el Poder Constituyente optó por
un órgano supremo de ilterpretación de la Constitución capaz de ingresar ai fondo
en los llamados procesos de la libertad cuando el agraviado no haya obtenido una
protección de su derecho en sede del Poder Judicial. En otras palabras, si lo que
está en discusió11 es la supuesta ainenaza o lesión de un derecho fundamental, se

dcbe ab¡ir la via corespondiente para que el Tribunal Constitucional pueda
pronunciarse. Pero la apertura de esta vía solo se produce si se permite al
peticionante colaborar con los jueces constitucionales mediante un pormenorizado
analisi. de lo que.e prclcndc. de lo clue se invoca.

7. Lo constitucional es escuchar a la parte como conüetización de su derecho
i¡renunciable a la defensa; además, un T¡ibunal Constitucional constituye el más
efectivo medio de defensa de los derechos fundamentales frente a los poderes
públicos y privados, lo cual evidencia el t¡iunfo de la justicia frente a la
arbit¡ariedad.
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EL DERECHo A sER oÍDo coMo Nr^NTFESTACTóN D[ LA DENtocRAI'IZACIóN Df, Los
PRocESos CoNsrrrr,ctoNALEs DIi LA LTBERTAD

8. La administración de justicia constitucional de la libertad que brinda el Tribunal
Constilucional, desde su c¡eación, es respetuosa, como corresponde, del derecho de

flr1



w
f RIBUNAL CONSTITUCIONAL

defensa inhere¡te a toda persona, cuya manifestación primaria es el derecho a ser

oído con todas las debidas garantías al inte or de cualquier proceso en el cual se

determinen sus derechos. intereses y obligacione".

9. Precisamente, mi alejamiento respecto a la emisión de una resolución constitucional
sin realizarse audiencia de vista está relacionado con la defensa, la cual, sólo es

electiva cuando el justiciable y sus abogados pueder exponer, de manera escrita y
oral, los argümentos pertinentes, concretándose el principio de inmediación que

debe regir en todo proceso constitucional.

10. Sobre la intervención de las partes, corresponde señalar que, on tanto que la
potestad de administrar justicia constituye una manifestación del poder que el

Estado ostenta sobre las personas, su ejercicio resulta coÍstitucional cuando se

brinda con estricto respeto de los de¡echos inherentes a todo ser humano, lo que

inclu,vc cl derecho a ser oído con las debidas garantias.

12. En ese sentido, Ia Corte Interamerica[a de Derechos Humanos ha establecido que el
derecho de defeísa "obligd al Estado a trafar al ¡ndiv¡duo en lodo momento como
un verdadero sujeÍo del proceso, en el más amplio sentido de este concepto, y no
simplemente como objeto del mísmo"t,y qte "para que erísta debido proceso legal
es preciso que ufi justiciable pueda hacer t'aler sus derechos y defender sus

¡ntercsct en^fotma efecrivo y en condiciones de ígualdad procesal con otros
justicioblcs"'.
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11. Cabe añadir que la participación directa de las partes, en defensa de sus intereses,
que se concede en la audiencia de vista, también constituye un elemento que

democratiza el proceso. De lo contrario, se decidiría sobre la esfera de i¡terés de

una persona sin permitirle alegar lo corespondiente a su favor, lo que resultaría
cxcluyente y antidemocrático. Además, el T¡ibunal Constitucional tiene ei deber
ineludible de optimizar, en cada caso concreto, las razones, los motivos y los
argumeÍtos que justilican sus decisiones, porque el Tribunal Constitucional se

legitima no por ser un tribunal de justicia, sino por Ia justicia de sus razones, por
cxpresar de modo suficiente las razones de derecl1o y de hecho relevantes en cada
caso que resuelve.

I Corte IDH. Caso Barreto Leiva vs. Venezuela, sentencia del 17 de noviembre de 2009,
pánafo 29.

'Cote IDH. Caso Hilaire, Constantine y Benjamin y otros vs. Trinidad y Tobago,
sentenciadel2l dejunio de 2002, prirrafo 146.
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NATURALEzA PROCf,SAL DEL RECUR,SO Df, AGRAVTO CONSTITUCIONAL

13. El modelo de "instancia de fallo" plasmado eü la Constitución no puede se¡

desvirtuado por el Tribunal Constitucional si no es con grave violación de sus

disposiciones. Dicho Tribunal es su intérprete supremo, pero no su ¡eformador, toda

vez que como órgano constituido también está sometido a la Constitución.

14. Cüando se aplica a un p¡oceso constitucional de la libe¡tad la denominada

"seltencia interlocutoria", el recurso de agravio constitucional (R-A.C) pierde su

verdadera esencia jurídica, ya que el Tribunal Constitucional no tiene competencja
para "revisar" ni mucho mcnos "recalificar" el recurso de agravio constitucional.

15. De conformidad con los a¡tículos 18 y 20 del Código Procesal Constitucional, el
Tribunal Conslitucional no "concede" el recurso. Esta es una competencia de la
Saia Superior del Poder Judicial. Al Tribunal lo que le corresponde es conocer del
ILAC y pronunciarse sob¡e el fondo. Po. ende, no le ha sido dada la competencia de

rechazar dicho recurso, sino por el contrario de "conocer" lo que la paúe alega
cnmo un agrar io que le causa indefension.

16. Por otro lado, la "sentencia interlocutoria" establece como supuestos para su

aplicación fórmulas imprecisas y amplias cuyo contenido, en el mejor de los casos,

rcquiere ser aclarado, justificado y concretado en supuestos específicos, a saber,

identificar en qué casos se aplicaría. No hacerlo, no definirlo, ni .justiñcarlo,
convieñe el empleo de la precitada sentencia en arbitrario, toda vez que se podría
afectar, entre ofos, el derecho fundamental de defensa, en su manifestación de ser
oído con las debidas garantías, pues ello daría lugar a decisiones subjetivas y
carentes de predictibilidad, afectando notablemente a los justiciables, quienes
tendría¡1 que adivinar qué resolverá el T¡ibunal Constitucio¡ul antes de presentar su

respectiva demanda.

17. Por lo demás, z¡¡tatís mutandis, el p¡ecedente vinculante contenido en la Sentencia
00987-2014-PA/TC repite lo señalado por el Tdbunal Constitl¡cional en ohos
fallos, como en el caso Luis Sánchez Lagomarcino Ramírez (Sentencia 02877-
2005-PHC/TC). Del mismo modo, constituye una reañmación de la naturaleza
procesai de los procesos constitucionales de la libe¡tad (supletoriedad, via prelia,
vías paraielas, litispendencia, invocación del derecho constitucional liquido y
cic¡to, etc.).

18. Sin cmbargo, el hecho de que los procesos constituciolales de la libertad sean de
una naturaleza procesal distinta a la de los procesos ordinafios no constituye un
motivo para que se pueda desvi¡tuar la esencia principal del recurso de agravio
constitucional.
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19. Por tanto, si se tieDe en cuenta que la justicia l¡n sede constitucional representa la
última posibilidad para proteger y reparar los derechos fundamentales de los

agraviados, voto a lávor de que en el preserte caso se convoque a audiencia para la

vista, lo que garantiza que el Tribunal Constitucional, en tanto instancia última y
definitiva, sea la adecuada para poder escuchar a las personas afectadas en sus

derechos esenciales cuando no encuentrafl juslicia en el Poder Judicial;
especialmente si se tiene en cuenta que, agotada la vía co¡lstitucional, al justiciable

solo le queda el cami¡o de la jurisdicción internacioúal de protección de derechos

humanos.

20. Como ali¡mó Raúl Ferrero Rebagliati, "l¿ defensa del derecho de uno es, al mismo
tiempo, u¡a defensa total de la Constitución, pues si toda garantía constitucional
entraña el acceso a la prestación jurisdiccional, cada cual al defender su derecho

está defendiendo el de los demás y el de la comunidad que resulta oprimida o
envilecida sin la protección judicial auténtica".
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